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Proceso: 

 
Penal – Confirma sentencia sancionatoria
Radicación Nro. :
  
 66001-60-01-248-2016-00664-01
Procesado: 



DEVM
Magistrado Sustanciador: 


MANUEL YARZAGARAY BANDERA
Temas:                          
 HURTO AGRAVADO. “[A] pesar de la irregularidad acontecida en la motivación del fallo, dicho acto procesal, en lo que atañe con las incidencias que los yerros denunciados por el apelante tendrían en la dosificación de la sanción, si cumplió con la finalidad que se perseguía con la misma, puesto que en la hipótesis de no incurrir el A quo en tales omisiones seguramente que el resultado hubiese sido el mismo, por lo que en opinión de la Colegiatura, tales máculas estarían enmendadas con la aplicación del principio de la Instrumentalidad de las formas consagrado en el # 4º del articulo 136 C.G.P. y en los # 1º del artículo 309 de la Ley 600 de 2.000 (…) Siendo así las cosas, concluye la Colegiatura que las irregularidades denunciadas por el apelante como violatorias del debido proceso ante la falta de motivación en la que incurrió el A quo al momento de la dosificación de la sanción impuesta al Procesado DEVM, han sido subsanadas con la aplicación del principio de la instrumentalidad de las formas, por lo que al haber sido purgado el fallo opugnado de tales máculas, la Sala es de la opinión que el mismo debe ser confirmado respecto de todo aquello que fue objeto de impugnación por parte del apelante.”.
REPÚBLICA DE COLOMBIA

RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO

[image: image1.jpg]



TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA

SALA # 7 DE ASUNTOS PENALES PARA ADOLESCENTES 
M.P. MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Aprobado mediante acta # 200 del 20 de abril de 2017
SENTENCIA DE 2ª INSTANCIA

Pereira, veintisiete (27)  de Abril del dos mil diecisiete (2017)

Hora: 9:30 a.m. 
Procesado: DEVM 

Rad. # 66001-60-01-248-2016-00664-01
Delito: Hurto Agravado

Asunto: Resuelve recurso de apelación interpuesto por el representante del Ministerio Publico en contra de fallo sancionatorio 

Procedencia: Juzgado 2º Penal del Circuito para Adolescentes de Pereira

Decisión: Confirma fallo confutado
ASUNTO:

Se decide el recurso de apelación interpuesto por el representante del Ministerio Público en contra de la sentencia de fecha 10 de Febrero de 2017, proferida por el Juzgado 2º Penal del Circuito para Adolescentes de Pereira, en la cual se declaró la responsabilidad penal del adolescente DEVM, a quien se le endilgaron cargos por incurrir en la comisión del delito de hurto agravado.
ANTECEDENTES: 
Los hechos que concitan la atención de la Colegiatura tuvieron ocurrencia en el municipio de Dosquebradas a eso de las 13:16 horas del 21 de septiembre del 2.016, y están relacionados con la captura en flagrancia por parte de miembros de la comunidad del adolescente DEVM, de 16 años de edad para ese entonces, en atención a que momentos antes, en la carrera 20 con calle 17 del barrio Santa Mónica, en compañía de otro fulano habían despojado de un teléfono celular marca Huawey al joven SANTIAGO OTÁLVARO CASTAÑEDA, de 14 años de edad. 

Dicho teléfono celular fue avaluado en la suma de $650.000,oo por parte de la Sra. YULI MARCELA MUÑOZ, madre del ofendido, en la denuncia que impetró ante las autoridades competentes el 22 de septiembre del 2.016.  

SINOPSIS DE LA ACTUACIÓN PROCESAL:

1) Ante el Juzgado 2º Penal Municipal de Adolecentes, con Función de Control de Garantías de Pereira, se llevaron a cabo las audiencias de la legalización de la captura del entonces indiciado DEVM, a quien se le imputaron cargos por incurrir en la presunta comisión del delito de hurto agravado. Dichos cargos fueron aceptados por el procesado, quien fue dejado en libertad como consecuencia de la actitud asumida por la Fiscalía, la cual declinó deprecar cualquier tipo de petición relacionada con la imposición de medidas precautelativas en contra del acriminado. 
2) El conocimiento de la actuación en sede de la fase del juzgamiento le fue asignado al Juzgado 2º Penal del Circuito para Adolescentes de esta localidad, ante el cual 25 de Noviembre del 2016 se llevaron a cabo las audiencias de definición de la sanción a imponer e individualización de la misma. 
3) El 10 de Febrero de 2017 se profirió la correspondiente sentencia condenatoria, en contra de la cual se alzó de manera oportuna el representante del Ministerio Público.
LA SENTENCIA DE PRIMER GRADO:
Se trata de la sentencia adiada el 10 de febrero de 2017, proferida por el Juzgado 2º Penal del Circuito para Adolescentes de esta localidad en la cual se declaró la responsabilidad penal del adolescente DEVM, por incurrir en la comisión del delito de hurto agravado.

Como consecuencia de dicha declaratoria de responsabilidad criminal, al joven DEVM se le impuso la sanción de la libertad vigilada por el término de 12 meses. 
Los fundamentos tenidos en cuenta para poder declarar la responsabilidad penal endilgada al procesado DEVM, se basaron en la existencia de pruebas que demostraban su compromiso penal, a lo que se le debía aunar la determinación tomada por el encausado de allanarse a los cargos que le fueron endilgados en su contra. 
De igual forma, en lo que tiene que ver con el quantum de la sanción impuesta, el A quo tuvo en cuenta como factores para su tasación el buen comportamiento asumido por el procesado después de la comisión del reato y su colaboración con la administración de justicia ante su decisión de aceptar los cargos que le fueron enrostrados en la audiencia de formulación de la acusación. 
LA APELACIÓN: 
La inconformidad expresada por el representante del Ministerio Público, consistió en criticar el fallo opugnado porque en el mismo al momento de la imposición de la sanción no se hizo ningún tipo de motivación relacionadas con las circunstancias que agravarían o atenuarían la conducta punible endilgada al procesado, las cuales no fueron tenidas en cuenta por parte del Juez de primer nivel. Tal situación, en sentir del apelante, aconteció ante el mutismo argumentativo en el que incurrió el A quo, quien no hizo ningún tipo de mención o de análisis sobre las atenuantes punitivas del delito de hurto consagradas en el artículo 268 C.P. relacionadas con el valor inferior al de un salario mínimo mensual legal vigente del objeto hurtado, ni tuvo en cuenta que en el presente asunto se estaba en presencia de un delito de hurto agravado, que daba lugar a un incremento de las penas a imponer, lo que a su vez repercutía en la dosificación de la sanción. 
PARA RESOLVER SE CONSIDERA:
- Competencia:

La Sala se encuentra habilitada funcionalmente para desatar la presentes alzada de conformidad con el # 1º del artículo 34 del C.P.P. en consonancia con el artículo 168 de la Ley 1.098 de 2.006.

De igual forma no se avizoran la ocurrencia de irregularidades sustanciales que de una u otra forma hayan viciado de nulidad la actuación procesal.
- Problema jurídico:

De la tesis de la discrepancia formulada por el recurrente, en opinión de la Sala se contrae el siguiente problema jurídico:
¿Se incurrió en algún tipo de defecto en la motivación del fallo opugnado que lo vicié de nulidad por afectar el debido proceso? 

- Solución:
Teniendo en cuenta que la tesis de la discrepancia propuesta por el recurrente consiste en cuestionar su motivación, la cual cataloga de precaria e insuficiente porque al momento de la dosificación de la sanción se omitió hacer mención de ciertas circunstancias que a modo de atenuantes y de agravantes incidían en la calificación jurídica del delito endilgado al procesado, lo cual de una u otra forma repercutiría en la sanción a imponer, considera la Sala pertinente llevar a cabo un breve y somero estudio del principio de la motivación de las providencias judiciales, para de esa forma poder determinar si son o no acertados los reproches formulados por el recurrente en contra del fallo confutado.  

El principio de la motivación de las providencias judiciales hace parte de ese cúmulo de garantías que el artículo 29 de la Carta ha denominado como debido proceso y tiene su fuente en las disposiciones consagradas en el artículo 55 de la Ley # 270 de 1.996, así como de manera expresa en el inciso 2º del artículo 13 de la Ley # 600 del 2.000
 e implícitamente en el artículo 162 C.P.P. Dicho principio pregona la obligación que le asiste a los funcionarios judiciales de ofrecerle a las partes y demás sujetos que intervengan en una actuación procesal una explicación razonable, plausible y comprensible sobre las razones o motivos, tanto de hecho como de derecho, que incidieron y sirvieron de sustento para la toma de una decisión, para que de esa forma ellos puedan entender o comprender en debida forma tanto lo resuelto como lo decidido, y con base en esa compresión válidamente puedan ejercer el derecho a la contradicción e impugnación en caso que lo resuelto por el Fallador de instancia afecte o le ocasione algún tipo de perjuicio a sus intereses o aspiraciones procesales. 
Sobre el alcance y las características del principio en comento, la Corte se ha expresado en los siguientes términos: 

“En torno al deber de motivación de la sentencia se ha dicho que es una garantía inherente al debido proceso establecida a favor de los intervinientes, quienes en virtud de ella podrán conocer los supuestos fácticos, las razones probatorias y los juicios sobre los cuales el juez la construye, e identificar los motivos de discrepancia que posibilitan la interposición y sustentación de los recursos en relación con los temas objeto de inconformidad.

Dicha garantía es un imperativo del juez y no facultad discrecional, apoyada en el principio de justicia material que hace parte del artículo 228 de la Carta Política, que obliga a referirse a los temas y aspectos propuestos por las partes, a precisar y concretar las razones fácticas y jurídicas que fundamentan el fallo, y las que dan lugar a su revocatoria, modificación, aclaración o adición…”
.

Esclarecido en qué consiste el principio de la motivación de las providencias judiciales, acorde con lo establecido tanto por la jurisprudencia
 como por la doctrina, se tiene que una sentencia o cualquier otro proveído afín vulneraría dicho principio cuando se presente alguna de las siguientes hipótesis: a) La carencia total de motivación; b) La motivación incompleta o deficiente; c) La motivación ambivalente, equívoca o anfibológica; d) La motivación la falsa o sofística; e) La motivación cantinflesca.

Según la Corte, las anteriores causales o defectos que afectarían la motivación de una providencia se caracterizan por lo siguiente: 

“(l) Ausencia absoluta de motivación, que tiene lugar cuando no se precisan los fundamentos fácticos y jurídicos en que se fundamenta el fallo.
(ll) Motivación incompleta o deficiente, que ocurre cuando el sustento de la decisión es tan precario, que no es posible saber cuál es su fundamento.

(lll) Motivación equívoca, ambigua o dilógica, que se presenta cuando se involucran conceptos excluyentes entre sí, al punto que es imposible aprehender el contenido de la motivación.

(lV) Motivación sofística, aparente o falsa cuando el fundamento probatorio de la decisión no consulta la realidad probatoria que exhibe el proceso……”
.

En lo que tiene que ver con el fenómeno de la motivación cantinflesca, esta generalmente se presenta cuando a pesar que en el proveído se dicen muchas cosas o se refiere a diversos tópicos, en esencia ante lo ininteligible e incoherente  de lo que se arguye, en esencia prácticamente no se dice nada. 

Finalmente se hace necesario anotar que en un principio solamente la hipótesis de carencia total de motivación tendría la incidencia suficiente o necesaria para ser considerada como una violación del debido proceso que conllevaría a la nulidad de la actuación procesal, porque es claro que las partes y demás intervinientes desconocerían de las razones de hecho o de derecho que sirvieron de fundamento de la decisión; pero en las demás hipótesis, o sea las relacionadas con las motivaciones precarias, sofisticas o ambivalentes, etc…. las mismas solo tendrían la capacidad de viciar de nulidad la actuación procesal cuando de su contenido prácticamente sea imposible entender o comprender los fundamentos en los que la decisión se cimentó. 

En el caso en estudio se tiene que acorde con los reproches formulados por la recurrente, se colige que se censura el fallo opugnando por presentar algunas falencias en su motivación, en especial en todo aquello que tenía que ver con el pronunciamiento de ciertas circunstancias que atenuarían y agravarían las penas del delito enrostrado al procesado, las cuales, en sentir del apelante, repercutirían de una u otra forma en el proceso de dosificación de la sanción. Para la Sala los reproches del recurrente en un principio serían ciertos, porque en efecto al momento de la dosificación e imposición de la sanción, la cual consistió en la libertad vigilada por el término de 12 meses, en el fallo opugnado se guardó un sepulcral mutismo sobre las circunstancias que agravarían o atenuarían la conducta relacionada con el delito de hurto por el que el procesado decidió allanarse a los cargos, debido a que cuando el A quo abordó el tópico de la imposición de la sanción solamente se circunscribió a dos factores: el buen comportamiento asumido por el procesado después de cometer la conducta punible y a su colaboración con la administración de justicia al allanarse a cargos, lo que evitó un innecesario desgaste de la actividad jurisdiccional; desconociendo que también debía efectuar un análisis frente a otros factores que para bien o para mal incidirían en la dosificación de la sanción, entre los cuales se encontraban las circunstancias específicas que agravaban el delito de hurto, o sea las consignadas en el # 10º del articulo 241 C.P.P. y aquellas relacionadas con la cuantía del objeto hurtado que según las voces del articulo 268 C.P. atenuaban las penas a imponer
, las cuales repercutían en el análisis que frente a lo consignado en los # 1º y 2º del articulo 179 C.I.A. le correspondía al juez cognoscente llevar a cabo para determinar la gravedad de los hechos y la manera de cómo, en consonancia con los criterios del principio de la proporcionalidad, esa mayor o menor gravedad de los hechos podría repercutir en el proceso de la individualización de la sanción.    
Pero a pesar de las falencias argumentativas en las que incurrió el Juez de primer nivel, considera la Sala que acorde con la sanción impuesta al procesado y el monto de la misma: la libertad vigilada por el término de 12 meses, sí se cumplió con los fines perseguidos por la misma
, y se respetaron los postulados que orientan los principios de proporcionalidad e idoneidad, por lo que en el evento en el que el Juez A quo hubiera decidido hacer un análisis respecto de la mayor o menor gravedad del delito por el cual el procesado se allanó  a los cargos, seguramente que el resultado hubiese sido el mismo, o sea el de la imposición de una sanción igual o análoga a la que le fue impuesta al procesado, si se tiene en cuenta que además de la gravedad de los hechos, ya que la víctima fue asaltada por dos personas quienes la despojaron de un teléfono celular
, también es verdad que confluían atenuantes, entre los cuales se encontraba el que el valor del objeto hurtado no excedía el de un salario mínimo mensual legal vigente, y una circunstancia posdelictual de atemperación punitiva como lo es el fenómeno del allanamiento a cargos. Por lo que es claro que al momento de la dosificación de la sanción tipificada en el artículo 185 C.I.A. o sea la de la libertad vigilada, ante la presencia de tan semejante coctel de circunstancias, el fallador de instancia no podía acudir ni a sus extremos superiores, el que es de 24 meses, ni a los inferiores, el cual es indeterminado, por lo que en aplicación de los aludidos principios de proporcionalidad, racionalidad e idoneidad, sería válido acudir al punto medio, o sea el de 12 meses, como en efecto aconteció en el sub examine. 
Lo antes expuesto nos estaría indicando que a pesar de la irregularidad acontecida en la motivación del fallo, dicho acto procesal, en lo que atañe con las incidencias que los yerros denunciados por el apelante tendrían en la dosificación de la sanción, si cumplió con la finalidad que se perseguía con la misma, puesto que en la hipótesis de no incurrir el A quo en tales omisiones seguramente que el resultado hubiese sido el mismo, por lo que en opinión de la Colegiatura, tales máculas estarían enmendadas con la aplicación del principio de la Instrumentalidad de las formas consagrado en el # 4º del articulo 136 C.G.P. y en los # 1º del artículo 309 de la Ley 600 de 2.000
, el cual es uno de los principios que rigen la declaratoria de las nulidades procesales, en cuya virtud: 
 “No se declarará la invalidez de un acto cuando cumpla la finalidad a que estaba destinado, pues lo importante no es que el acto procesal se ajuste estrictamente a las formalidades preestablecidas en la ley para su producción, sino que a pesar de no cumplirlas estrictamente, en últimas se haya alcanzado la finalidad para la cual está destinado…”
. 
Siendo así las cosas, concluye la Colegiatura que las irregularidades denunciadas por el apelante como violatorias del debido proceso ante la falta de motivación en la que incurrió el A quo al momento de la dosificación de la sanción impuesta al Procesado DEVM, han sido subsanadas con la aplicación del principio de la instrumentalidad de las formas, por lo que al haber sido purgado el fallo opugnado de tales máculas, la Sala es de la opinión que el mismo debe ser confirmado respecto de todo aquello que fue objeto de impugnación por parte del apelante.
Por lo anteriormente expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala Séptima de Asuntos para Adolescentes, administrando justicia, en nombre de la Republica y por autoridad de la Ley,

RESUELVE:

PRIMERO: CONFIRMAR, en todo aquello que fue objeto de impugnación, el contenido de la sentencia adiada el 10 de Febrero de 2017, proferida por el Juzgado Segundo Penal del Circuito para Adolescentes de esta localidad, en la cual se declaró la responsabilidad penal del adolescente DEVM, por incurrir en la comisión del delito de hurto agravado.

SEGUNDO: DECLARAR que en contra del presente fallo de 2ª instancia procede el recurso extraordinario de casación, el que de interponerse debe hacerse dentro del término legal.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE
MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

DUBERNEY GRISALES HERRERA

Magistrado

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

Magistrado
� Aplicable al presente asunto según los postulados de los principios de integración y coexistencia.  {Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal: Sentencia del 08 de abril de 2008. Rad. # 25306}.  


� Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal: Sentencia del 12 de octubre de 2016. SP14626-2016. Rad. # 46714. M.P. LUIS GUILLERMO SALAZAR OTERO.


� Ver entre otras: sentencia del 10 de agosto del 2000.  Rad. # 13066; sentencia del 19 de agosto de 2015. SP10998-2015. Rad. # 38.685; sentencia del 3 de febrero de 2016. SP918- 2016. Rad. # 46.647; providencia del 19 de octubre 2016. AP7114-2016. Rad. # 46819. 


� Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal: Sentencia del diecinueve (19) de febrero de 2009. Proceso # 26818.M.P. AUGUSTO J. IBÁÑEZ GUZMÁN.


� Si se tiene en cuenta que acorde con la estimación económica efectuada por la representante legal de la víctima, el valor del objeto hurtado no excedía al de un salario mínimo legal mensual vigente. 


� Articulo 178 C.D.I.


� Tanto es así que la Sala es de la opinión que la Fiscalía se equivocó en la calificación jurídica de los hechos, los cuales se adecuarían a un delito de hurto calificado por la violencia física a la que fue sometida la víctima y agravado por la coparticipación criminal.


� Aplicable al presente asunto acorde con los postulados del aludido principio de la coexistencia. 


� Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal: Sentencia del 26 de Octubre de 2.011. Rad. # 32143. M.P. JOSÉ LEONIDAS BUSTOS MARTÍNEZ. 








Página 11 de 11

